CONSEJO DE ESTADO RECUERDA EXCEPCIONALIDAD DE LA TUTELA CONTRA PROVIDENCIAS JUDICIALES
 Bogotá, noviembre 20 del 2012. El Consejo de Estado declaró improcedente una tutela que pretendía anular la condena de más de $ 1.246 millones de pesos impuesta al Instituto Colombiano para la Evaluación de la Educación Superior (ICFES) por permitir que una universidad de Popayán impartiera formación en Derecho sin tener el requerido registro en el Sistema Nacional de Información de la Educación Superior (Snies).
En el fallo, la Sección Quinta, con ponencia del magistrado Alberto Yepes Barreiro, recordó los presupuestos para que proceda la tutela contra providencias judiciales.
Inicialmente, 22 estudiantes del centro universitario instauraron una acción de reparación directa contra el ICFES por su presunta omisión en la función de control y vigilancia. Según los demandantes, haber cursado su carrera profesional sin que ésta tuviera los requisitos de ley, les generó demoras para obtener su título profesional y afectó de manera grave su situación laboral, personal y familiar. El fallo a su favor fue proferido por el Juzgado Quinto Administrativo de Popayán y confirmado por el Tribunal Administrativo del Cauca.
Por su parte, el ICFES interpuso una acción de tutela contra la decisión del Tribunal Administrativo del Cauca, por estimar que este instituto no tiene como función la de vigilancia e inspección de las instituciones de educación superior ni que la apertura del programa de Derecho en el centro universitario haya estado a su cargo. Según la entidad, el tribunal, al tasar el perjuicio moral de cada uno de los demandantes en 100 salarios mínimos legales mensuales vigentes, confundió “el concepto de arbitrio del juez con el de arbitrariedad”.
Sin embargo, el alto tribunal declaró improcedente la tutela por estimar que no se reunieron los requisitos establecidos para interponer tutelas contra providencias judiciales.
“No se presenta ninguna de las situaciones descritas para considerar procedente la solicitud de amparo constitucional, pues ninguna de las razones esgrimidas por el accionante constituye transgresión de sus derechos al debido proceso o de acceso a la administración de justicia, únicos eventos en los que esta sección reconoce la procedencia del amparo constitucional”, señala la sentencia.
El ponente, Alberto Yepes, aclaró su voto frente a la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, siguiendo los parámetros de la doctrina de la Corte Constitucional.
